
En este apartado abordaremos los principales desafíos legales del ámbito
castrense, analizando tanto procedimientos penales como contenciosos
disciplinarios. A través de resoluciones destacadas, exploraremos cómo se
garantiza la disciplina, los derechos fundamentales y la justicia en las
Fuerzas Armadas. 

3. Militar

1. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 5ª, rec. 43/2023, de 7 de febrero.

Ponente: Excmo. Sr. D. José Alberto Fernández Rodera. 

Asunto: Delitos de abuso de autoridad y agresión sexual. Principio
acusatorio. Tipicidad. 

Resumen: La Sala estima parcialmente el recurso de casación presentado por
un sargento de la Armada condenado por un delito de abuso de autoridad en
su modalidad de agresión sexual sobre una subordinada (art. 47 CPM), en
concurso ideal con un delito de agresión sexual (art. 178.1 CP). Aunque
confirma la condena, realiza ajustes en la calificación jurídica. 

La Sala aplica la normativa vigente en el momento de los hechos (octubre de
2018), que distinguía entre los delitos de abuso y agresión sexual, en lugar de
la reforma de 2022 (LO 10/2022), que unifica estas conductas bajo el delito
de agresión sexual.

Reclasifica los hechos como delito de abuso de autoridad en su modalidad de
abuso sexual (art. 47 CPM y 181.1 CP), sin alterar la pena impuesta.

La Sala concluye que no se vulneró el principio acusatorio ni se produjo
indefensión, ya que la modificación de la calificación jurídica por parte de la
acusación pública no alteró los hechos imputados ni afectó el derecho de
defensa del condenado.

3.1. Jurisprudencia

3.1.1. Penal
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2. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 5ª,rec. 5/2024, de 24 de abril.

Ponente: Excmo. Sr. D. Ricardo Cuesta del Castillo. 

Asunto: Delito contra los derechos fundamentales de los militares en su
modalidad de abuso sexual en concurso con un delito de abuso sexual.
Tipicidad. Error invencible. Concurso de delitos. Principio “non bis in idem”. 

Resumen: La Sala desestima los recursos de casación presentados por el
Ministerio Fiscal, la acusación particular y uno de los cadetes condenados por
un delito de abuso sexual (art. 49 CPM) en concurso ideal con otro de abuso
sexual (art. 181.1 y 4 CP). Asimismo, confirma la absolución de un segundo
cadete, aplicada bajo el principio "in dubio pro reo".

La víctima, dama cadete, mantenía una relación afectiva con uno de los
acusados, quien propuso encuentros sexuales con otro cadete. Aunque
inicialmente participó voluntariamente, posteriormente expresó su negativa. En
un episodio, pese a su rechazo reiterado y estado de bloqueo emocional, ambos
acusados consumaron actos sexuales sucesivos en una zona de duchas.

La Sala concluye que la negativa clara y el estado de bloqueo de la víctima
demuestran la ausencia de consentimiento, elemento esencial del delito, y
aclara que un consentimiento previo no valida actos posteriores cuando se ha
expresado rechazo. Además, descarta el argumento del condenado sobre un
supuesto error en la percepción del consentimiento, al considerar que era
consciente de la negativa. Finalmente, confirma la aplicación del concurso
ideal, señalando que los delitos protegen bienes jurídicos distintos, por lo que
no se vulnera el principio de "non bis in ídem".
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3. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 5ª, rec. 5/2024, de 29 de mayo.

Ponente: Excmo. Sr. D. Fernando Marín Cascán. 

Asunto: Delito continuado de agresión sexual -en concurso ideal con delito de
lesiones psíquicas graves-, delito continuado de abuso de autoridad, en su
modalidad de trato degradante, y delito continuado de abuso de autoridad, en
su modalidad de maltrato de obra. Tipicidad. Continuidad delictiva. 

Resumen: La Sala desestima el recurso de casación del sargento de la Guardia
Civil condenado por violación, lesiones psíquicas graves y abusos de autoridad
hacia una subordinada. Confirma que las agresiones, sostenidas en el tiempo y
marcadas por la superioridad jerárquica, incluyeron trato degradante y
maltrato físico, incluso durante el embarazo de la víctima. Destaca tres
aspectos clave: el prevalimiento jerárquico como medio de sometimiento, el
dolo unitario en la continuidad de las agresiones y el grave impacto psíquico
sufrido por la víctima, cuya incapacitación justifica la concurrencia del
concurso ideal entre los delitos.

4. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 5ª, rec. 16/2024, de 26 de junio.

Ponente: Excmo. Sr. D. Jacobo Barja de Quiroga López.

Asunto: Auto de sobreseimiento definitivo. Transcurso de plazo máximo de
instrucción. 

Resumen: La Sala desestima el recurso de casación interpuesto por una
soldado contra el auto que decretaba el sobreseimiento definitivo del sumario
en el que se investigaba un presunto delito de abuso de autoridad en su
modalidad de acoso sexual, en el que la soldado había ejercido la acusación
particular, todo ello basándose en el plazo máximo de instrucción previsto en el
artículo 324 LECrim.

La Sala considera que la prórroga se otorgó en fraude de ley, ya que no
respondía a la complejidad del procedimiento sino a una falta total de actividad
investigadora. Este incumplimiento contradice la finalidad del art. 324 LECRIM,
que busca evitar la inactividad procesal.

En conclusión, La Sala confirma el sobreseimiento definitivo al considerar que
la causa carecía de una instrucción válida y que la prórroga concedida fue
irregular. Además, destaca que no se imputó formalmente a ningún investigado,
lo que impide la continuidad procesal.
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5. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 5ª, rec. 4 /2024, de 17 de octubre.

Ponente: Excma. Sra. Dña. Clara Martínez de Careaga. 

Asunto: Maltrato de obra a superior. Atenuante de embriaguez. 

Resumen: El Tribunal Supremo desestimó el recurso de casación interpuesto
por un Guardia Civil condenado a un año de prisión por maltrato de obra a su
superior, por un empujón intencionado. El recurrente alegó que no existía
prueba suficiente para demostrar la intencionalidad del empujón y que su
estado de embriaguez justificaba la eximente incompleta, argumentando que su
capacidad cognitiva y volitiva estaba gravemente afectada por el alcohol. Sin
embargo, el Tribunal Supremo confirmó que las pruebas, como los testimonios
directos, eran válidas y suficientes para probar la intencionalidad del empujón. 

También rechazó revalorizar la prueba testifical, dada la falta de inmediación, y
desestimó la solicitud de aplicar la eximente incompleta. El Tribunal concluyó
que el consumo de alcohol solo había afectado levemente sus capacidades, por
lo que ratificó la aplicación de la atenuante analógica de embriaguez y la
condena de un año de prisión.

6. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 5ª, rec. 25/2024, de 24 de octubre.

Ponente: Excmo. Sr. D. Ricardo Cuesta del Castillo. 

Asunto: Se deja sin efecto la imposición de la pena de inhabilitación especial
en general sin concreción correspondiendo la de suspensión militar de empleo
e inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo
de condena. 

Resumen: El recurrente argumenta que la sentencia impuso erróneamente la
pena accesoria de "inhabilitación especial", que no corresponde a penas de
prisión inferiores a tres años, y solicita que se anule.

El Fiscal Togado también reconoce el error material y pide que se corrija la
sentencia, ajustando las penas accesorias a lo que establece la ley. El Tribunal
concluye que efectivamente hubo un error, y anula la sentencia en cuanto a las
penas accesorias, dictando una nueva conforme a derecho, que incluye la
"suspensión militar de empleo" y la "inhabilitación especial para el derecho de
sufragio pasivo".
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7. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 5ª, rec. 5020/2024, de 10 de octubre.

Ponente: Excmo. Sr. D. Ricardo Cuesta del Castillo. 

Asunto: En este caso, el tribunal desestimó los argumentos del recurrente,
concluyendo que no se vulneraron sus derechos procesales ni de fondo, y que
la condena está justificada con base en las pruebas presentadas: El informe
médico no fue suficiente para modificar la valoración del tribunal ni establecer
una atenuante de adicción grave.

Resumen: Aunque la sentencia no consideró que los hechos fueran
constitutivos del delito militar del artículo 76 del Código Penal Militar (CPM)
(por falta de pruebas de tráfico de drogas en un establecimiento militar), el
recurrente tuvo conocimiento desde el inicio del procedimiento de los hechos
imputados y su calificación jurídica. Esto le permitió ejercer su defensa de
manera contradictoria, sin vulnerar los principios acusatorio y de contradicción
ni su derecho a la tutela judicial efectiva. 

En cuanto a la presunción de inocencia, el tribunal considera que, aunque no se
probó que el recurrente traficara directamente en el establecimiento, las
pruebas e indicios demostraron que las sustancias incautadas estaban
destinadas al tráfico. Por lo que no se vulneró su derecho a la presunción de
inocencia.

El informe médico presentado por el recurrente no fue considerado un
documento auténtico a efectos casacionales, ni suficiente para acreditar error
en la valoración de pruebas por parte del tribunal. Además, no probó la
existencia de la atenuante de grave adicción (art. 21.2 CP) alegada por el
recurrente.

La Sala concluye que no se vulneraron derechos procesales ni de fondo, y que
las pruebas valoradas por el tribunal justifican la condena impuesta.
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3.1.2. Contencioso-Disciplinario

1. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 5ª, rec. 9/2023, de 11 de noviembre.

Ponente: Excmo. Sr. D. Ricardo Cuesta del Castillo. 

Asunto: Falta muy grave de abuso de atribuciones. Tipicidad. Proporcionalidad
de la sanción. 

Resumen: La Sala desestima el recurso contencioso-disciplinario militar
ordinario interpuesto por un sargento primero de la Guardia Civil contra la
resolución de la Ministra de Defensa, que había modificado la sanción inicial
impuesta por una falta muy grave de "abuso de atribuciones que cause grave
daño a los ciudadanos o a la Administración". 

El sargento primero: (i)se personó en el lugar de un accidente de tráfico, (ii) no
colaboró con la patrulla actuante y (iii) abandonó el lugar junto con uno de los
vehículos implicados y su conductora, quien ostentaba un cargo público. Esta
actuación impidió a los agentes realizar pruebas de detección de alcohol y
drogas a la conductora obstaculizando el desarrollo normal de las diligencias.

La conducta del recurrente vulneró principios esenciales de la Guardia Civil,
como la objetividad, integridad, responsabilidad, imparcialidad, honradez y
ejemplaridad, causando un grave daño a la Administración. 

Finalmente, la Ministra de Defensa anuló la sanción inicial de suspensión de
empleo por un año, imponiendo una suspensión de seis meses, motivada y
conforme a los criterios de individualización establecidos en el art. 19 LORDGC.

La sanción fue casi la mínima posible dentro del rango previsto para faltas muy
graves (de tres meses y un día a tres años).
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Ponente: Excmo. Sr. D. Fernando Martín Castán. 

Asunto: Falta muy grave de utilización de los medios técnicos regulados en la
normativa legal sobre videocámaras para fines distintos de los previstos. 

Resumen: La Sala desestima el recurso de casación interpuesto por la Abogacía
del Estado contra la sentencia que había anulado la sanción impuesta a un
guardia civil por una falta muy grave de "utilizar los medios técnicos regulados
en la normativa legal sobre videocámaras para fines distintos de los previstos
en ésta", contemplada en el artículo 7.22 de la LORDGC, por considerar que no
se ajustaba al principio de tipicidad.

Sin embargo, la Sala anula la sanción al considerar que la conducta reprochada
no se ajusta al tipo disciplinario aplicado. En este sentido, concluye que el
concepto de "normativa legal" invocado no incluye las instrucciones técnicas
cuya infracción se le imputó. Además, el tipo disciplinario sanciona únicamente
el uso de medios técnicos para fines distintos de los previstos legalmente, pero
no regula los procedimientos o métodos empleados para acceder a dichos
medios, ni la omisión de los conductos reglamentarios.

La Sala declara que la anulación de la sanción disciplinaria por el tribunal de
instancia fue ajustada a derecho, ya que la conducta del guardia civil no reunía
los elementos del tipo disciplinario aplicado, confirmando la estimación del
recurso del agente y desestimando el recurso de la Abogacía del Estado.

Finalmente, la Sala refuerza su decisión al interpretar el principio de legalidad y
tipicidad. Destaca que la infracción disciplinaria tipificada en el artículo 7.22 de
la Ley Orgánica de Régimen Disciplinario de la Guardia Civil (LORDGC) se
circunscribe al uso indebido de videocámaras para fines ajenos a los legalmente
previstos. Por tanto, no incluye irregularidades relacionadas con los
procedimientos o métodos utilizados, como las que se alegaron en este caso.

2. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 5ª rec. 21/2023, de 24 de enero.
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3.1.3. Resoluciones relevantes de otros órdenes
jurisdiccionales.

Ponente: Excmo. Sr. D. Eduardo Hinojosa Martínez.

Asunto: Régimen de ascenso en las Fuerzas Armadas.

Resumen: El recurso fue interpuesto por un Capitán Auditor del Cuerpo
Jurídico Militar contra la resolución de la Ministra de Defensa, que confirmó su
clasificación en el puesto número cinco para el ascenso a Comandante Auditor,
a pesar de que inicialmente había sido clasificado en el primer puesto por la
Junta de Evaluación. El recurrente alegó que la alteración de su posición fue
injustificada y vulneró los principios de igualdad, mérito y capacidad.

El Abogado del Estado defendió que la modificación de la clasificación estaba
dentro de la discrecionalidad técnica de los evaluadores y estaba debidamente
justificada, basándose en las competencias de los oficiales que lo precedieron.
Sin embargo, la Sala consideró que la alteración no fue suficientemente
motivada y que no cumplió con los criterios objetivos establecidos.

La Sala estimó el recurso, anuló la resolución impugnada, y reconoció al
recurrente en la tercera posición, ordenando la restitución de las
consecuencias económicas y administrativas. Además, condenó a la parte
demandada al pago de las costas del proceso.

1. Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 3ª, núm. 1170/2021 de 6 de marzo.

24



25

Ponente: Excmo. Sr. D. Sebastián Moralo Gallego. 

Asunto:  Los trabajadores procedentes de las Fuerzas Armadas que ingresaron
en Renfe- Operadora tienen derecho a cobrar los trienios.

Resumen: El recurso planteado busca determinar si los trabajadores
procedentes de las Fuerzas Armadas, que ingresaron en Renfe a través de
convocatorias de empleo público, tienen derecho a seguir percibiendo el
complemento de antigüedad (trienios) en las mismas cuantías que en su anterior
relación laboral en la escala de Tropa y Marinería. La sentencia recurrida estima
la demanda, aplicando la Ley 6/2018 de Presupuestos Generales del Estado, que
establece que el personal con compromiso de larga duración en las Fuerzas
Armadas tiene derecho a percibir trienios. La sentencia también desestima las
alegaciones de que dicho personal no percibiera antigüedad en su relación
anterior, pues la Ley 8/2006 equipara a los militares con compromiso de larga
duración a los efectos retributivos con los funcionarios del Grupo D de las
Administraciones Públicas. Además, se rechaza la vulneración del principio de
igualdad retributiva, aplicándose la normativa laboral en lugar del convenio
colectivo.

Renfe impugna la sentencia, argumentando que los reservistas de especial
disponibilidad y los militares con contrato temporal no tienen derecho a los
trienios, ya que no cumplen con los requisitos establecidos por la ley. Según la
empresa, solo el personal con un contrato fijo o indefinido en la Administración
pública tiene derecho a percibir antigüedad. No obstante, el Tribunal desestima
el recurso, destacando que tanto los reservistas como los militares
profesionales de tropa y marinería tienen derecho a seguir percibiendo el
complemento de antigüedad, conforme a la Disposición Adicional 29ª de la Ley
6/2008. En cuanto a los reservistas, el tribunal aclara que deben considerarse
sus condiciones previas como militares profesionales. Finalmente, se concluye
que no hay infracción del principio de igualdad retributiva, y el recurso es
desestimado.

2. Sentencia del Tribunal Supremo Sala 4ª, núm. 469/2024, de 13 de marzo.
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Ponente: Excmo. Sr. D. Juan Carlos Campo Moreno. 

Asunto: Ámbito de actuación de la jurisdicción militar. Reducida a lo
estrictamente castrense. 

Resumen: El Tribunal Constitucional reafirma que la jurisdicción militar debe
limitarse exclusivamente a delitos que afecten directamente los intereses
castrenses y cuya naturaleza justifique la intervención de tribunales militares,
siguiendo la doctrina del TEDH y la jurisprudencia nacional. Rechaza que esta
jurisdicción se extienda a civiles, incluso en casos de delitos conexos, ya que
esto crearía un fuero privilegiado incompatible con los principios
constitucionales y del TEDH. Sin embargo, la Sala de Conflictos del Supremo
sostuvo que la jurisdicción militar puede abarcar a civiles si el delito afecta
bienes jurídicos militares.

En una decisión no unánime, cinco magistrados del T. Constitucional
discreparon, defendiendo que la jurisdicción militar podría aplicarse a civiles en
ciertos casos, especialmente si el delito se relaciona con el ámbito castrense,
citando precedentes como la STC 60/1991. Argumentaron que la sentencia del
Constitucional restringe excesivamente la jurisdicción militar y podría generar
problemas procesales al separar jurisdicciones en casos conexos, lo que podría
derivar en sentencias contradictorias y afectar la coherencia judicial.

3. Sentencia del Tribunal Constitucional, núm. 128/2024, de 22 de octubre.
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